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Medellín,  once (11) de octubre de dos mil veintiuno (2021).  

 

Procede el Tribunal a decidir el  impedimento planteado por el  Magist rado Carlos 

Arturo Guerra Higuita para resolver el  presente recurso de apelación y, en caso 

de aceptarse, se decidi rá la alzada  contra el auto de fecha 2 de marzo de 2020,  

mediante el cual el  juzgado de primera instancia negó el decreto de una medida 

cautelar.   

 

I . IMPEDIMENTO 
 
El Magist rado Dr. Carlos Arturo Guerra Higuita,  integrante de la Sala Tercera de 

Decisión Civi l ,  a quien le correspondió en cal idad de ponente el conocimiento de 

la presente causa, se declaró impedido para conocer de la misma, invocando la 

causal contenida en el  numeral  2 del  art ículo 141 del  Código General  del  

Proceso.  

 

Al tenor del referenciado canon es causal de impedimento 2.  

 

“2. Haber conocido del proceso o real izado cualquier actuación en 
instancia anterior el  juez, su cónyuge, compañero permanente o 
algunos de sus parientes ind icados en el numeral  segundo 
precedente. . . ”  

 

 



P á g i n a  2  d e  8  

  M    C    O    P      R a d i ca d o  05 0 01  31  0 3  0 08  2 0 20  0 0 06 1  01  
 

A efectos de surt i r  el  t rámite que corresponde conforme al art ículo 140  del 

C.G.P.,  mediante auto de 13 de jul io de 2021 (archivo 004. 202000061-8 

DECLARA IMPEDIMENTO del  expediente digi tal ),  fue manifestado el impedimento 

que en el ponente recae y dispuso remit ir las di l igencias a la suscri ta, quien le 

sigue en turno, encontrándose que en efecto la actuación más relevante a efectos 

de estudio de la alzada fue proferida por el  Dr. Carlos Arturo Guerra Higuita en su 

cal idad de t i tular del Juzgado Octavo Civi l  del Circuito de Medel l ín.  

 

En consecuencia, como garantía del principio procesal de la imparcial idad, se 

impone aceptar el  impedimento aludido,  como en efecto se hará, asumiendo el  

conocimiento del asunto tal  y como lo dispone el inciso segundo del art ículo 140 

del C.G.P.  

 
I I . APELACIÓN DE AUTO  

 
ANTECEDENTES 
 

En el presente proceso pretende la demandante señora MARTHA LUCIA MEJÍA 

RIVIERE se declare la existencia y val idez del contrato de promesa de 

compraventa que celebró, el  6 de jul io de 2018, con la demandada SUSANA 

PELAÉZ MEJÍA; se declare que la demandada incumplió y se ordene a ésta la 

suscripción del contrato prometido o , de forma subsidiaria , se resuelva el contrato 

y se ordene el pago de perjuicios.  

 

En la demanda la parte actora  sol ici tó el  decreto y práct ica de la medida de 

secuestro del inmueble ident i f icado con matrícula inmobil iaria N°020 -1014 de la 

Oficina de Regist ro de Instrumentos Públ icos de Rionegro.  

 

Mediante providencia del 2 de marzo de 2020 el juzgado de primer grado admit ió 

la demanda y negó el  decreto de la medida cautelar de secuestro sol ici tada 

aduciendo como sustento que no se dan los presupuestos del  art ículo 590 

numeral 1 l i teral b inciso 2 del C.G.P. (cf r.  Fl .  67 PDF denominado piezas 

procesales apelación de auto ).  

 

Frente a la decisión que negó el  decreto de la medida cautelar ,  el   profesional del 

derecho que representa los intereses de la  parte demandante presentó recurso de 

reposición y en subsidio apelación, para lo cual inició por  referi r a la f inal idad y 

característ icas del proceso cautelar;  luego expuso que el juzgado de primera 
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instancia erró en la interpretación y apl icación de las normas sobre la cautela,  por 

cuanto la decisión se fundó en las cautelas innominadas y en el  art í culo 590 

numeral 1 l i teral b inciso 2 del C.G.P.,  dist intos al fundamento de la pet ición 

cautelar que lo fue el  art ículo 595 del mismo estatuto.  

 

En auto del 30 de agosto de  2020 (f l .  71 PDF denominado piezas procesales 

apelación de auto) el  juzgado de primera instancia decidió mantener su decisión 

al considerar que la facultad del juez de decretar cautelas no es i l imitada, pues 

para el lo debe probarse la existencia de una amenaza o vulneración, la 

apariencia de buen derecho y, la necesidad, efect ividad y  proporcional idad de la 

medida,  requisi tos que no se acreditan en el sub judice dado el estado incipiente 

del proceso. Y se concedió entonces el  recurso de apelación para ante esta 

Corporación.   

 

El asunto arr ibó a esta Corporación siendo repart ido inicialmente a conocimiento 

del despacho del  Magist rado Carlos Arturo Guerra Higuita,  quien se declaró 

impedido por haber conocido del proceso en primera instancia,  en cuya virtud, se 

aceptó el impedimento, siendo procedente resolver la alzada.    

 

I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  LA TUTELA CAUTELAR. 

Bien se sabe que las medidas cautelares están conf iguradas para asegurar el  

cabal cumplimiento de las decisiones que se adopten en el proceso  jurisdiccional , 

principalmente, en la providencia que resuelva las pretensiones del juicio.  El 

concepto doctrinario más autorizado en materia procesal enseña que la f inal idad 

de las cautelas es la de evitar “aquel las alteraciones en el equi l ibrio inicial  de las 

partes que pueden derivar de la duración del proceso” 1.  

 

La Corte Const i tucional  también ha tenido la oportunidad de referi rse a las 

medidas cautelares;  así en la Sentencia T 379 de 2004, expresó:  

 

( . . . )  son instrumentos con los cuales el  ordenamiento protege, de manera 
provisiona l,  y mient ras dura el  proceso, la integr idad de un d erecho que es 
controvert ido en ese mismo proceso.  De esa manera el  ordenamiento protege 
prevent ivamente a qu ien acude a las autor idades jud ic ia les a reclamar un 
derecho, con e l f in de garant izar  que la  decisión adoptada sea materia lmente 
ejecutada. Por el lo,  esta Corporac ión señaló,  en casos anteriores, que estas 
medidas buscan asegurar  e l  cumpl imiento de la decisión que se adopte,  

                                                 
1 CARNELUTTI ,  F ranceso .   Derecho y  proceso .  Buenos Ai res ,  E.J .E.A. ,  1971,  pág.  415  
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porque los fa l los serían i lusor ios si  la  ley no establec iera mecanismos para 
asegurar sus resultados, impid iendo la dest rucc ió n o afectac ión del derecho 
controvert ido.  

 

Como característ icas de la medida cautelar es adecuado indicar que consiste 

generalmente en un acto jurisdiccional,  ya que por medio de esta se cumple una 

de las funciones del  juez, que es asegurar el  cumplimiento  de las decisiones 

judiciales. También se caracterizan las medidas por ser instrumentales o 

accesorias, ya que si  se miran individualmente no t ienen sentido o efecto 

práct ico.  La provisional idad como característ ica es corolario de la anterior,  ya que 

solo persisten mientras esté  en curso el  proceso y después de éste en casos 

especiales.  

 

El tenor l i teral del art ículo 590 del C.G.P. es como sigue:  

 

En los procesos declarat ivos se apl icarán las sigu ientes reglas para la 
sol ic i tud,  decreto,  práct ica,  modif icac ión, sust i tuc ión o revocator ia de las 
medidas cautelares:  
 
1.  Desde la presentación de la demanda, a pet ic ión del demandante, e l  juez 
podrá decretar las siguientes medidas cautelares:  
 
a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a reg ist ro y el  
secuest ro de los demás cuando la demanda verse sobre dominio u ot ro  
derecho real  pr inc ipal,  d i rectamente o  como consecuencia de una pretensión 
dist inta o en subsidio  de otra,  o sobre una universal idad de bienes.  
 
Si la sentencia de primera instancia es favor able al  demandante,  a pet ic ión 
de este el  juez ordenará el  secuest ro de los bienes objeto de l proceso.  
 
b) La inscripc ión de la  demanda sobre bienes su jetos a regist ro que sean de 
propiedad del  demandado, cuando en el proceso se persiga el  pago de 
perju ic ios provenientes de responsabi l idad c iv i l  cont ractual o  
extracontractua l.  
 
Si la sentencia de primera instancia es favorable al  demandante,  a pet ic ión 
de este el  juez ordenará el  embargo y secuestro de los b ienes afectados con 
la inscr ipc ión de la demanda, y de los que se denuncien como de propiedad 
del demandado, en cant idad suf ic iente para el  cumpl imiento de aquel la.  
 
El demandado podrá impedir la práct ica de las medidas cautelares a que se  
ref iere este l i tera l  o sol ic i tar que se levanten, s i  presta caució n por el  valor  
de las pretensiones para garant izar e l  cumpl imiento de la eventual sentencia  
favorable  al  demandante o la indemnización de los perju ic ios por la  
imposibi l idad de cumpli r la.  También podrá sol ic i tar  que se sust i tuyan por 
otras cautelas que of rezcan suf ic iente segur idad.  
 
c)  Cualquiera ot ra medida que e l  juez encuentre razonable para la protecc ión 
del derecho obje to del l i t ig io,  impedir su inf racción o evitar las 
consecuencias derivadas de la  misma, prevenir daños, hacer cesar los que 
se hubieren causado o asegurar  la efect iv idad de la pretensión.  
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Para decretar la medida cautelar e l  juez apreciará la legi t imación o interés  
para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la vulneración de l  
derecho.  
 
Así mismo, el  juez tendrá en cuenta la  aparienc ia de buen derecho, como 
también la necesidad,  efect iv idad y proporc ional idad de la medida y,  s i  lo  
est imare procedente, podrá decretar una menos gravosa o di ferente de la  
sol ic i tada.  El juez establecerá su alcance, determinará su duración y podrá  
disponer de of ic io  o a pet ic ión de parte la  modif icación,  sust i tución o cese de 
la medida caute lar adoptada.  
 
Cuando se t rate de medidas caute lares relacionadas con pretensiones 
pecuniar ias,  e l  demandado podrá impedir  su práct ica o  so l ic i tar su 
levantamiento o  modif icac ión mediante  la  prestac ión de una caución para 
garant izar e l  cumpl imiento de la eventual sentencia favorab le al  demandante 
o la indemnización de los per ju ic ios por la  imposib i l idad de cumpli r la.  No 
podrá prestarse caución cuando las medidas cautelares no estén 
relac ionadas con pretensiones económicas o procuren ant ic ipar  
mater ia lmente e l  fa l lo.  
 
2.  Para que sea decretada cualquiera de las anteriores medidas cautelares, 
e l  demandante deberá prestar caución equivalente al  ve inte por c iento (20% ) 
del va lor de las pretensiones est imadas en la demanda, para responder por  
las costas y perju ic ios derivados de su práct ica.  Sin embargo, e l  juez, de 
of ic io o a  pet ic ión de parte,  podrá aumentar o d isminu i r e l  monto de la  
caución cuando lo considere razon able,  o f i ja r uno super ior a l  momento de 
decretar la  medida. No será necesario prestar caución para la práct ica de 
embargos y secuest ros después de la sentencia favorable de primera 
instancia.  
 
Parágrafo  pr imero.  En todo proceso y ante  cualquier  ju r isdicc i ón, cuando se 
sol ic i te  la  práct ica de medidas cautelares se podrá acudir d irectamente a l  
juez, s in necesidad de agotar la conci l iación prejudicia l  como requisi to de 
procedib i l idad.  
 
Parágrafo segundo.  Las medidas caute lares prev istas en los l i tera les b) y  c)  
del numeral 1 de este  art ícu lo se levantarán si  e l  demandante no promueve 
ejecución dentro de l término a que se ref iere el  art ículo 306.  

 

2.  CASO CONCRETO.  

La censura de la parte recurrente se cimenta en cuest ionar la decisión mediante 

la cual el  Juzgado de primer grado resolvió negar el  decreto de la medida cautelar  

de secuestro del inmueble objeto del contrato discut ido , pues considera que el 

juez erró en la interpretación y apl icación de las normas sobre la cautela, porque 

el proveído que negó su dec reto se fundó en la cautela innominada y en el  

art ículo 590 numeral  1 l i teral b del C.G.P.,  cuando lo sol ici tado fue el secuestro , 

cautela nominada consagrada en el art ículo 595 ibídem. 

 

Estudiadas las censuras con las cuales se ha sustentado la apelación que suscita 

el  presente grado de conocimiento,  se advierte que ,  aunque le asiste  en alguna 

medida razón al recurrente al indicar que el juzgado de primer grado erró en la 
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apl icación de la norma sobre la cautela especif ica pedida, en tanto, el  auto objeto 

del recurso de forma imprecisa ref iere a las cautelas innominadas y además a un 

l i teral del art ículo 590 que no fue el que se pidió apl icar en la demanda , lo cierto 

es que la decisión denegatoria de la medida cautelar de secuestro debe 

mantenerse por los motivos que se pasan a reseñar.  

 

El art ículo 590 del  C.G.P. que regula las medidas cautelares en procesos 

declarat ivos como el presente, establece la posibi l idad de sol ici tar desde la 

presentación de la demanda “. . .La inscripción de la demanda sobre bienes 

sujetos a registro  y el secuestro de los demás  cuando la demanda verse sobre 

dominio u otro derecho real principal,  di rectamente o como consecuencia de una 

pretensión dist inta o en subsidio de otra, o sobre una universal idad de bienes .  

 

Si la sentencia de primera instancia es favorable al demandante, a pet ición de 

este el  juez ordenará el secuestro de los bienes objeto del  proceso. ” (Resaltado 

intencional).  

 

La norma citada es clara y no se presta para interpretaciones ambiguas al 

establecer que, cuando la discusión ref iere al dominio u otro derecho real 

principal,  es posible, si  se trata de bienes sujetos a regist ro, inscr ibi r la demanda,  

o si  se t rata de otros bienes no sujetos a regist ro, el  secuestro de éstos.  

 

En el sub judice  la demanda versa sobre un bien inmueble que es sujeto a 

regist ro y dentro de una de las pretensiones se alude al derecho de dominio, lo 

que impl ica que la medida cautelar procedente desde la admisión es la inscripción 

de la demanda y no el secuestro como lo pidió la parte actora, pues si  bien, el  

secuestro puede eventualmente decretarse, dicha posibi l idad está l igada a la 

sentencia favorable al demandante  en cuanto a la pretensión que al dominio 

ref iere, lo que aún no ha acaecido en este proceso que apenas se encuentra en 

etapa de admisibi l idad.  

 

Y es que la norma plur imencionada t iene toda la lógica de cara a garant izar la 

efect ividad de la pretensión y al mismo t iempo la  proporcional idad de la medida  

para no apl icar una más gravosa de lo necesario, en tanto ,  la inscripción de la 

demanda es suf iciente garantía para que no se dispongan de los bienes en l i t igio 

o si  se l lega a disponer de éstos el tercero adquirente deba responder, sin que 

sea necesario el secuestro desde etapas prematuras, el  cual obviamente sí  

resulta razonable cuando hay una decisión favorable a las pretensiones del 
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demandante que involucran el derecho de dominio; además, la di ferencia en 

cuanto a bienes sujetos a regist ro y aquel los que no t iene n regist ro,  guarda  toda 

la lógica,  pues sobre los segundos no hay opci ón de inscripción de demanda que 

garant ice la no disposición indebida del  bien, lo que impl ica la necesidad del 

secuestro de entrada, pero el lo no pasa con los bienes sujetos a regist ro  donde la 

inscripción,  como se di jo, es garantía suf iciente hasta la ev entual sentencia 

favorable.  

 

Finalmente, resulta pert inente indicar que el art ículo 595 del C.G.P. del cual  

reclama apl icación el recurrente, alude a la práct ica de la medida cautelar de 

secuestro cuando ya se ha decretado; por el lo,  no había lugar a su a pl icación y 

estudio, en tanto, la discusión en este caso radica , no en la práct ica de la 

medida,  sino en su decreto, siendo entonces el art ículo 590 ibídem el que debía 

estudiarse,  como aquí se hizo, pues es ésta norma la que establece los requisi tos 

y presupuestos para el decreto de las medidas cautelares en procesos 

declarat ivos.  

 

Las razones expuestas conl levan a que se conf i rme la decisión apelada, toda vez 

que puede conclu i rse que en el caso concreto no se cumplen los 

condicionamientos legales que permiten el decreto del secuestro pedido .  

 

3.  COLOFÓN Y COSTAS.  

En suma, se impart i rá conf i rmación a la decisión objeto de alzada.  No obstante 

las resultas del  recurso interpuesto, no habrá lugar a imponer condena en costas 

a la parte recurrente por cuanto las mismas no se acreditaron causadas  en esta 

instancia.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. ACEPTAR el impedimento formulado por el  H.  Magist rado Dr.  

CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA, en consecuencia de lo cual se le separa 

del conocimiento del presente asunto y se asume el conocimiento del mismo.  

 

SEGUNDO. CONFIRMAR  el  auto de fecha 2 de marzo de 2020, mediante el cual 

se negó el decreto de la medida cautelar de secuestro sol ici tada por la parte 
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actora.  

 

TERCERO. ABSTENERSE de imponer condena en costas.  

 

CUARTO.  Oficiar al  Juzgado de primera instancia informando la presente  

decisión.   

 
NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 
 
 
 
 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 
Magistrada 
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